
SUMILLA  : PRESENTO DESCARGO  

EXPEDIENTE : N°005-2024 

 

SEÑOR:  

DIRECTOR DE LA UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL EL DORADO: 

Atención: SECRETARÍA TÉCNICA DE LA CPPAD 

 

MARLENY ESPERANZA MARTINEZ ROQUE, identificada con 

D.N.I. N°17608706, en el Procedimiento Administrativo 

Disciplinario en mi contra; ante usted me presento atentamente 

y digo: 

 

I. EXPRESIÓN CONCRETA DE LO PEDIDO: 

Por convenir a mi derecho de contradicción de conformidad con el art. 109° de la Ley 

N°27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General y la Ley 29944 – Ley de 

Reforma Magisterial; en el plazo otorgado (5 días hábiles), en aras de garantizar la 

satisfacción de un interés legítimo, ME APERSONO ante vuestro despacho a fin de 

interponer mi descargo frente a los hechos que se me imputan en la Resolución 

Directoral N°1051-2024-GRSM-DRESM-UE.301 BAJO MAYO/UGEL EL DORADO de 

fecha 12 de octubre del 20231, a través del cual se instauró Proceso Administrativo 

Disciplinario, por la presunta comisión de falta administrativa de carácter disciplinario;  

tenga presente lo señalado en el presente descargo y en consecuencia ordene el 

archivo del procedimiento disciplinario por la inexistencia de responsabilidad 

administrativa disciplinaria, conforme a los fundamentos que paso a detallar: 

 

 
1 Notificada en fecha 23 de agosto de 2024, mediante Constancia de Notificación N°11-2024-GRSM-DRESM-UGEL EL 

DORADO/CPPADD. 



II. HECHOS IMPUTADOS: 

De la revisión exhaustiva y un análisis minucioso de la Resolución de la referencia, se 

ha constatado que dicha Resolución adolece de una deficiencia sustancial en su 

fundamentación, pues carece de una relación concreta y directa de los hechos que 

justifican el acto administrativo adoptado, contraviniendo lo establecido en el artículo 6°, 

numeral 6.1 de la Ley N°27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. No 

obstante, la falta de claridad en la exposición de los hechos, tras un análisis exhaustivo 

e interpretación compleja de la Resolución, se infiere que el hecho submateria de sería 

el siguiente:  

 

«Se advierte que MARLENY ESPERANZA MARTINEZ ROQUE, profesora 

del nivel primaria contratada en la Institución Educativa N°0542 del Caserío 

de Nuevo Pacaypampa, distrito de San Martín, provincia El Dorado, no 

habría respetado el derecho de una de sus estudiantes y habría realizado 

presuntos actos de violencia psicológica dentro de la institución, conducta 

que se le imputa toda vez que la presunta víctima identificado con las 

iniciales S.M.S.A (09) con DNI N° 78728041, en su manifestación brindada 

refiere lo siguiente: "No me gusta mi profesora, habla a mis espaldas. El 

compañero Dilan me dijo y la Maydalith me han dicho que la profesora 

Marlene les ha dicho que no se junten conmigo que voy a llevar un cuchillo 

que les puedo hacer daño eso es lo único que me han dicho. Testimonio que 

ha sido corroborado por uno de los compañeros del menor identificado con 

las iniciales D.J.C.P (09) con DNI N°79090990, quien manifiesta lo siguiente: 

"La profesora una vez nos dijo que no nos acerquemos a ella porque puede 

pegarnos que tengamos cuidado".» 

 

 



III. FALTA DISCIPLINARIA QUE SE IMPUTA 

En la página 6, tercer párrafo de la Resolución de a referencia, se precisa que la 

presunta falta disciplinaria en la que habría incurrido la suscrita, es la siguiente:  

 

«Que, ante tales consideraciones, se debe manifestar que la presunta falta 

atribuida a MARLENY ESPERANZA MARTÍNEZ ROQUE, profesora del 

nivel primaria contratada en la Institución Educativa N°0542 del Caserío de 

Nuevo Pacaypampa, distrito de San Martín, se encuentra debidamente 

tipificada en el primer párrafo y el literal a) del artículo 48° de la Ley N°29944, 

Ley de Reforma Magisterial, correspondiéndole la sanción prevista en el 

artículo 43° literal c) de la Ley de Reforma Magisterial, el cual podría ser 

cese temporal en el cargo sin goce de remuneraciones desde treinta y un 

(31) días hasta doce (12) meses. » 

 

De lo señalado, se puede colegir que el órgano instructor ha realizado la precalificación 

de esta presunta falta disciplinaria, conforme a lo establecido en el literal a) del 

artículo 48° de la citada Ley N°29944 – Ley de Reforma Magisterial; es por ello que 

el presente proceso administrativo disciplinario se encontraría enmarcado en dicha 

normativa y en su Reglamento General, aprobado con Decreto Supremo N°004-2013-

ED. 

 

IV. FUNDAMENTOS DE HECHO Y DERECHO: 

4.1. Sobre el derecho de defensa:  

4.1.1. El derecho de defensa es una garantía del debido proceso que se 

encuentra reconocido como tal en el numeral 14 del artículo 139º de 

la Constitución Política. Este, proscribe que un ciudadano quede en 

estado o situación de indefensión frente al Estado en cualquier clase de 



proceso en el que se esté ejerciendo la potestad sancionadora; 

garantizando así, entre otras cosas, “que una persona sometida a una 

investigación, sea esta de orden jurisdiccional o administrativa, y donde 

se encuentren en discusión derechos e intereses suyos, tenga la 

oportunidad de contradecir y argumentar en defensa de tales 

derechos e intereses, para cuyo efecto se le debe comunicar, 

previamente y por escrito, los cargos imputados, acompañando el 

correspondiente sustento probatorio, y otorgarle un plazo prudencial 

a efectos de que mediante la expresión de los descargos 

correspondientes pueda ejercer cabalmente su legítimo derecho de 

defensa(…).” (Énfasis agregado).2.  

4.1.2. De esta manera, a partir del derecho antes descrito, podemos inferir que 

toda persona tiene derecho a conocer de manera oportuna los cargos 

que se levantan en su contra, de modo tal que pueda defenderse. Para 

ello, lógicamente, la Administración tiene la responsabilidad de informar 

con claridad y precisión cuál es el hecho infractor, qué norma se ha 

transgredido y en qué falta se subsume la conducta infractora, 

acompañando el correspondiente sustento probatorio. 

4.1.3. De acuerdo al Reglamento de la Ley de Reforma Magisterial, numeral 

99.1 del artículo 993, establece que el Área de Trámite Documentario de 

la Instancia de Gestión Educativa Descentralizada, “efectúa la 

notificación de la Resolución de Instauración de procedimiento 

administrativo”. Del dispositivo citado no se ha advierte regulación sobre 

la notificación de los antecedentes que dan lugar al inicio del 

Procedimiento Administrativo Disciplinario para Docentes.   

 
2   Fundamento 15, de la Resolución de Sala Plena N°011-2020-SERVIR/TSC, de fecha 31 de julio de 2020. 
3
Reglamento de la Ley 29944, Ley de Reforma Magisterial, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 004-2013-ED 

 



4.1.4. Por lo que, debe tenerse en cuenta la Primera Disposición 

Complementaria Final de la Ley de Servicio Civil, que reconoce, a efectos 

del régimen del Servicio Civil, la existencia de diferentes carreras 

especiales, entre ellas, la de la Carrera Pública Magisterial regulada 

en la Ley N°29944, disponiendo de manera expresa que tales carreras 

especiales se rigen supletoriamente por, entre otros, el Título V de la 

Ley N°30057, referido al régimen disciplinario y procedimiento 

administrativo sancionador previsto en este última.4 

4.1.5. En este sentido, el primer párrafo del artículo 935 de la Ley de Servicio 

Civil, respecto del procedimiento administrativo disciplinario establece 

que “(…) el servidor civil tiene derecho a conocer los documentos y 

antecedentes que dan lugar al procedimiento (…).” (Énfasis agregado). 

4.1.6. En desarrollo de lo anterior, el último párrafo del artículo 1076 del 

Reglamento General de la Ley N°30057, establece literalmente que “(…) 

El acto de inicio con el que se imputa los cargos deberá ser acompañado 

con antecedentes documentarios que dieron lugar al inicio del 

procedimiento administrativo disciplinario y no es impugnable.” 

(Énfasis agregado). 

 
4
 Fundamento 15. Resolución de Sala Plena N°003-2019-SERVIR/TSC, de fecha 28 de agosto de 2019. 

5 
Ley del Servicio Civil – Ley N°30057 

Artículo 93. El procedimiento administrativo disciplinario 

93.1 La autoridad del procedimiento administrativo disciplinario de primera instancia inicia el procedimiento de oficio o a 

pedido de una denuncia, debiendo comunicar al servidor por escrito las presuntas faltas y otorgarle un plazo de cinco (5) 

días hábiles para presentar el descargo y las pruebas que crea conveniente para su defensa. Para tal efecto, el servidor civil 

tiene derecho a conocer los documentos y antecedentes que dan lugar al procedimiento. […]. 
6 

Reglamento General de la Ley N°30057, Ley del Servicio Civil 

Artículo 107.- Contenido del acto que determina el inicio del procedimiento administrativo disciplinario 

[…] 
El acto de inicio deberá notificarse al servidor civil dentro del término de tres (3) días contados a partir del día siguiente de 

su expedición y de conformidad con el régimen de notificaciones dispuesto por la Ley Nº27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General. El incumplimiento del plazo indicado no genera la prescripción o caducidad de la acción 

disciplinaria.  

El acto de inicio con el que se imputan los cargos deberá ser acompañado con los antecedentes documentarios que dieron 

lugar al inicio del procedimiento administrativo disciplinario y no es impugnable. 



4.1.7. Conviene subrayar, que, en atención al principio de protección mínima, 

reconocido en el segundo párrafo del artículo 91 del Reglamento del 

Servicio Civil, “Los procedimientos desarrollados por cada entidad deben 

observar las disposiciones de la Ley y el Reglamento, no pudiendo 

otorgarse condiciones menos favorables que las previstas en estas 

disposiciones.” (Énfasis agregado) 

4.1.8. Al no existir una norma expresa que ordene la notificación de los 

antecedentes documentarios que dieron lugar al inicio del procedimiento 

administrativo disciplinario magisterial, deberá observarse lo establecido 

en la Ley de Servicio Civil (artículo 93) y su Reglamento (artículo 107), en 

concordancia con el contenido del principio de protección mínima 

(artículo 91); por consiguiente, el acto de inicio con el que se imputa los 

cargos deberá ser acompañado con los antecedentes documentarios que 

dieron lugar al inicio del procedimiento administrativo disciplinario. 

4.1.9. Que, en fecha 13 de octubre de 2023, mediante Constancia de 

Notificación N°11-2024-GRSM-DRESM-UGEL EL DORADO/CPPADD, 

se me notificó la Resolución de la referencia, con un total de 10 folios; sin 

embargo, se omite adjuntar los antecedentes y/o medios probatorios 

que sustentarían el inicio del Procedimiento Administrativo Disciplinario. 

4.1.10. Por lo tanto, se ha contravenido el derecho de defensa reconocido en el 

numeral 14 del artículo 139º de la Constitución Política, concordante con 

el segundo párrafo del artículo 91 de la Ley de Servicio Civil, el último 

párrafo del artículo 107 y el segundo párrafo del artículo 91 del 

Reglamento de la Ley de Servicio Civil. 

 

 

 



4.2. Sobre el Principio de Tipicidad y Derecho de Defensa:  

4.2.1. El Tribunal SERVIR ha establecido una estrecha relación entre el principio 

de tipicidad y el derecho de defensa, señalando que su observancia permite 

el respeto al debido procedimiento. En los fundamentos 22 y 23 de la 

Resolución de Sala Plena Nº001-2019-SERVIR/TSC se indica: 

"(...) los órganos competentes en el procedimiento disciplinario deben 

describir de manera suficientemente clara y precisa, tanto al momento 

de iniciar un procedimiento administrativo disciplinario como al 

momento de resolver la imposición de una sanción, (…) cuál es la 

conducta atribuida al imputado que configura la falta que se le imputa, 

cuáles son los hechos que con base en el principio de causalidad 

configuran la conducta pasible de sanción; (…)" 

4.2.2. Asimismo, el Tribunal Constitucional ha sostenido: 

"(...) queda clara la pertinente extrapolación de la garantía del derecho 

de defensa en el ámbito administrativo sancionador y con ello la 

exigencia de que al momento del inicio del procedimiento sancionador 

se informe al sujeto pasivo de los cargos que se dirigen en su 

contra, información que debe ser oportuna, cierta, explícita, 

precisa, clara y expresa con descripción suficientemente 

detallada de los hechos considerados punibles que se imputan, 

la infracción supuestamente cometida y la sanción a imponerse, 

todo ello con el propósito de garantizar el derecho constitucional 

de defensa". 

4.2.3. En el presente caso, la Entidad ha atribuido a la impugnante haber 

realizado presuntos actos de violencia psicológica dentro de la institución, 



en agravio de la menor de iniciales S.M.S.A. (09) estudiante del 4to grado 

de primaria. Asimismo, ha considerado que el hecho se encuentra 

acreditado con la propia declaración de la presunta agraviada, y parte de 

la declaración del menor de iniciales D.J.C.P. (09). Así, en la resolución de 

la referencia, las declaraciones de los menores de iniciales S.M.S.A y 

D.J.C.P, conforme al siguiente detalle: 

«(…) la presunta víctima identificado con las iniciales S.M.S.A. (09) 

con DNI N°78728041, en su manifestación brindada refiere lo 

siguiente: “No me gusta mi profesora, habla a mis espaldas. El 

compañero Dilan me dijo y la Maydalith me han dicho que la 

profesora Marlene les ha dicho que no se junten conmigo que 

voy a llevar un cuchillo que les puedo hacer daño eso es lo único 

que me han dicho.” Testimonio que ha sido corroborado por uno de 

los compañeros del menor identificado con las iniciales D.J.C.P (09) 

con DNI N°79090990, quien manifiesta lo siguiente: “La profesora 

una vez nos dijo cue no nos acerquemos a ella porque puede 

pegarnos que tengamos cuidado.”» 

4.2.4. Como se aprecia, la Entidad no ha identificado con claridad los hechos que 

configuraría la falta disciplinaria imputada en el procedimiento administrativo 

disciplinario, sino que únicamente se limita a reproducir las declaraciones 

de los menores sin realizar un análisis crítico de las mismas ni establecer 

con precisión cuáles serían los actos concretos que se me imputan y cómo 

estos configurarían una falta administrativa. 

4.2.5.  Por consiguiente, si bien lo señalado en dichas declaraciones podría servir 

como elemento de convicción en el procedimiento administrativo 

disciplinario, la Entidad de todas formas debe evaluar y delimitar los hechos 



objeto de imputación sobre los cuales apertura procedimiento administrativo 

disciplinario, ejerciendo su potestad disciplinaria. 

4.2.6. La falta de precisión en la imputación de los hechos no solo vulnera el 

principio de tipicidad, sino que también afecta directamente el derecho de 

defensa consagrado en el artículo 139° numeral 14 de la Constitución 

Política del Perú. Este derecho fundamental implica la posibilidad de contar 

con el tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa, lo cual se 

ve obstaculizado cuando no se tienen claros los hechos imputados. 

 

4.3. Sobre el Principio de Verdad material: 

4.3.1. El principio de verdad material, consagrado en el inciso 1.11 del artículo IV 

de la Ley N°27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General, que 

establece: 

"En el procedimiento, la autoridad administrativa competente deberá 

verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus 

decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas 

probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan 

sido propuestas por los administrados o hayan acordado eximirse de 

ellas. (…)". 

4.3.2. En el contexto específico del procedimiento administrativo disciplinario, la 

autoridad administrativa competente tiene la obligación ineludible de 

verificar plenamente los hechos que fundamentan sus decisiones. Para 

ello, debe adoptar todas las medidas probatorias necesarias y autorizadas 

por la Ley. Esta obligación persiste aun cuando dichas medidas no hayan 

sido propuestas por los administrados, pues el objetivo primordial es 

garantizar un debido procedimiento administrativo. 

4.3.3. Es preciso señalar que, hasta la fecha, el órgano instructor no ha realizado 



ningún acto de investigación adicional más allá de la mera revisión de las 

declaraciones de los estudiantes mencionados en la resolución de la 

referencia. No obstante, para su decisión, solo ha tomado en cuenta la 

declaración de la presunta víctima de iniciales S.M.S.A (09), con DNI 

N°78728041, y una parte de la declaración del menor identificado con las 

iniciales D.J.C.P. (09), con DNI N°79090990. 

4.3.4. Además, se ha dejado de lado evidencia crucial que desacredita cualquier 

acto de violencia psicológica por mi parte en agravio de la menor S.M.S.A. 

(09), incluyendo: a) Un memorial suscrito y firmado por 24 padres de familia 

del 4to grado, presidente de la APAFA del plantel, autoridades locales como 

el alcalde, secretario, teniente gobernador, vicepresidente, tesorero, 

presidente de ronda y el secretario de ronda del Caserío de Nuevo 

Pacaypampa. b) Declaraciones prestadas por los demás alumnos, las 

mismas que se señalan en la resolución submateria. 

4.3.5. En procedimientos disciplinarios, especialmente aquellos que involucran 

acusaciones graves como violencia psicológica, se requiere un estándar 

probatorio elevado para justificar la apertura de un proceso disciplinario. Sin 

embargo, las pruebas valoradas no alcanzan este estándar, pues no 

proporcionan una base sólida y objetiva para sostener las acusaciones 

contra la recurrente.  

4.3.6. Sobre ello, debemos recordar que el literal e) del numeral 24 del artículo 2º 

de la Constitución Política vigente7 reconoce al principio de presunción de 

inocencia como un medio para garantizar la libertad y la seguridad de la 

 
7 Constitución Política del Perú 

“Artículo 2°. - Toda persona tiene derecho: 

(…) 
24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia:  

(…) 
e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 

responsabilidad”. 



persona, y que prescribe el derecho a ser considerado inocente hasta que 

se determine judicialmente su culpabilidad.  

4.3.7. Si bien este principio nace como una prescripción que vincula a los hechos 

atribuibles en el marco de los procesos judiciales, resulta necesario recordar 

que el Tribunal Constitucional ha precisado que: “(…) el derecho 

fundamental a la presunción de inocencia […], se proyecta también, a los 

procedimientos donde se aplica la potestad disciplinaria sancionatoria. Este 

derecho garantiza en el ámbito de un proceso la ausencia de toda sanción 

si no se ha probado fehacientemente la comisión de la infracción imputada. 

La potestad disciplinaria que detenta la entidad demandada no se 

puede aplicar sobre una presunción de culpabilidad, sino por el 

contrario, cuando se ha demostrado con pruebas idóneas la 

responsabilidad del imputado en la infracción atribuida”8. (Énfasis 

agregado). 

4.3.8. Es por ello que, en el marco de los procedimientos administrativos 

disciplinarios, la administración pública debe velar porque se respeten los 

diversos derechos de los servidores sujetos a investigación, tal y como es 

el principio de presunción de inocencia, lo que obliga a que todo hecho 

atribuido como falta deba ser comprobado objetivamente en el 

procedimiento. 

4.3.9. Por estas consideraciones, está más que evidente que la denuncia carece 

de fundamento, y al no existir elemento probatorio suficiente que derrumbe 

el PRINCIPIO DE INOCENCIA DE LA RECURRENTE, PRINCIPIO 

reconocido en el texto constitucional peruano, pues, soy de la opinión que 

las actuaciones realizadas en el presente caso, no generan convicción 

 
8 Fundamento 9 de la sentencia emitida en el expediente N°05104-2008-PA/TC. 



alguna sobre la denuncia interpuesta, por lo que el presente caso debe ser 

archivado.  

 

4.4. Fundamentos que sustentan mi descargo:  

4.4.1. La recurrente es Profesora de nivel primario, contratada por más de 5 años 

de experiencia en el dictado de clases. En el presente año me encuentro 

desempeñando como docente del 4° grado de la primaria de la I.E. N°0542, 

del caserío Nuevo Pacaypampa, distrito de San Martin, provincia del El 

Dorado.   

4.4.2. Durante mi larga experiencia como profesora de aula, NUNCA recibí 

sanción o amonestación por maltrato psicológico y/o físico a los 

alumnos, que adjunto al presente descargo, pues, siempre he mostrado un 

comportamiento de respeto hacia todos ellos, independientemente de su 

condición social, económica o desempeño dentro del aula. Mi trato siempre 

ha sido de RESPETO y CONSIDERACION por la edad que tienen los 

alumnos del nivel primario. 

4.4.3. Respecto a los presuntos hechos que se imputan a la recurrente, sobre 

haber ejercido violencia psicológica en agravio de la menor de iniciales 

S.A.M.S. (09), cabe precisar que es totalmente falso. La menor en cuestión 

es una niña que agrede a sus compañeros, conforme se acreditará con los 

documentos que se adjuntan como medios de prueba en el presente escrito. 

4.4.4. La recurrente tuvo oportunidad de comunicarse con la madre de la menor, 

la señora Jessica Amacifuen Guerra, quien respondió de manera prepotente 

que le ha enseñado a su hija a defenderse utilizando la agresión. Esta 

situación fue puesta en conocimiento del director de la institución mediante 

Informe N°01-PA MMR-IE. N°0542-CPNP-2024, de fecha 12 de junio de 

2024. Asimismo, las veces que se ha citado a la madre de familia para 



comunicarle sobre los problemas e incidentes que ha tenido su menor hija, 

ha hecho caso omiso a las citaciones o no las ha recibido. 

4.4.5. La recurrente siempre ha ejercido su labor con total responsabilidad y 

respeto hacia los estudiantes, nunca ha tenido problemas con ningún 

alumno .Todas las llamadas de atención realizadas se han efectuado dentro 

de las facultades que tienen los docentes para corregir conductas 

inadecuadas, pero se han dado sin ningún tipo de insulto ni maltrato físico, 

comportamiento es corroborado por los mismos padres de familia y demás 

autoridades en el memorial de fecha 02 de julio de 2024, y las declaraciones 

juradas que se adjuntan al presente escrito. 

4.4.6. Por lo tanto, se solicita que se ordene, de ser el caso el archivo definitivo del 

presente proceso disciplinario, considerando la falta de fundamentos para 

sostener la acusación y la evidencia que respalda la conducta profesional 

de la recurrente. 

 

V. MEDIOS PROBATORIOS: 

5.1. Resolución Jefatural N°1236-2017-GRSM-DRE/DO-OO.UE.300, de fecha 09 

de marzo de 2017, con lo que acredito mis años experiencia en la labor de 

docente.  

5.2. Resolución Jefatural N°3482-2018-GRSM-DRE/DO-OO.UE.300, de fecha 10 

de setiembre de 2018, con lo que acredito mis años experiencia en la labor de 

docente.  

5.3. Resolución Jefatural N°2446-2019-GRSM-DRE/DO-OO.UE.300, de fecha 23 

de abril de 2019, con lo que acredito mis años experiencia en la labor de 

docente.  



5.4. Resolución Jefatural N°2757-2019-GRSM-DRE/DO-OO.UE.300, de fecha 03 

de junio de 2019, con lo que acredito mis años experiencia en la labor de 

docente.  

5.5. Resolución Directoral N°118-2020, de fecha 21 de enero de 2020, con lo que 

acredito mis años experiencia en la labor de docente.  

5.6. Resolución Directoral N°00090-2021, de fecha 05 de enero de 2021, con lo que 

acredito mis años experiencia en la labor de docente.  

5.7. Resolución Directoral N°0250-2022, de fecha 01 de febrero de 2022, con lo que 

acredito mis años experiencia en la labor de docente.  

5.8. Resolución Directoral N°0816-2022, de fecha 13 de mayo de 2022, con lo que 

acredito mis años experiencia en la labor de docente.  

5.9. Resolución Directoral N°0241-2023, de fecha 15 de febrero de 2023, con lo que 

acredito mis años experiencia en la labor de docente.  

5.10. Informe N°01-PA MMR-IE. N°0542-CPNP-2024, de fecha 12 de junio de 2024, 

con lo que acredito que se puso de conocimiento del director de la institución, 

sobre la actitud de la madre de la menor de iniciales S.M.S.A. 

5.11. Informe N°02-PA MMR-IE. N°0542-CPNP-2024, de fecha 12 de junio de 2024 

con lo que acredito que se puso de conocimiento del director de la institución, 

sobre la actitud de la madre de la menor de iniciales S.M.S.A. 

5.12. Informe N°03-PA MMR-IE. N°0542-CPNP-2024, de fecha 19 de junio de 2024 

con lo que acredito que se puso de conocimiento del director de la institución, 

sobre la reunión celebrada con los padres de familia, después del incidente 

ocurrido entre la menor de iniciales S.M.S.A., y su compañera de aula, a fin de 

tratar el comportamiento de sus menores hijos.  

5.13. Acta de Reunión de fecha 21 de junio de 2024, debidamente firmada por once 

padres de familia, quienes me pusieron de conocimiento que sus menores hijos 

fueron agredidos por la menor de iniciales S.M.S.A. 



5.14. Informe N°04-IE 0542 NUEVO PACAIPAMPA – 2024, de fecha 25 de junio de 

2024, con lo que acredito que se dio de conocimiento al director de la institución, 

sobre la actitud y comportamiento de la menor de iniciales S.M.S.A. 

5.15. Acta de reunión de fecha 01 de julio de 2024, con lo que se acredita que la 

madre de la menor de iniciales S.M.S.A., no asiste a las reuniones citadas para 

tratar sobre el comportamiento de su menor hija.  

5.16. Citación de fecha 17 de julio de 2024, con lo que se acredita que la madre de 

la menor de iniciales S.M.S.A., no asiste a las reuniones citadas para tratar 

sobre el comportamiento de su menor hija.  

5.17. Acta de reunión con los padres de familia de la I.E. N°0542-Nuevo Pacaipampa, 

de fecha 02 de julio de 2024, con lo que acredito que los padres familia y demás 

autoridades respaldan el trabajo y buen trato hacia los estudiantes por parte de 

la recurrente, y con lo cual se desacredita cualquier acto de violencia física o 

psicológica en contra de la menor de iniciales S.M.S.A. 

5.18. Oficio N°01-2024-CA/IE. N°0542, de fecha 02 de julio de 2024, mediante el cual 

se hace llegar a la Directora de la Unidad de Gestión Educativa Local de El 

Dorado, el memorial de respaldo a la recurrente, con lo cual se desacredita 

cualquier acto de violencia física o psicológica en contra de la menor de iniciales 

S.M.S.A. 

5.19. 21 declaraciones juradas de buen trato, con lo que acredito que los padres 

familia respaldan el trabajo y buen trato hacia los estudiantes por parte de la 

recurrente, y con lo cual se desacredita cualquier acto de violencia física o 

psicológica en contra de la menor de iniciales S.M.S.A. 

 

VI. ANEXOS:  

1-A. Copia de DNI. 

1-B. Resolución Jefatural N°1236-2017-GRSM-DRE/DO-OO.UE.300. 



1-C. Resolución Jefatural N°3482-2018-GRSM-DRE/DO-OO.UE.300. 

1-D. Resolución Jefatural N°2446-2019-GRSM-DRE/DO-OO.UE.300. 

1-E. Resolución Jefatural N°2757-2019-GRSM-DRE/DO-OO.UE.300. 

1-F. Resolución Directoral N°118-2020. 

1-G. Resolución Directoral N°00090-2021. 

1-H. Resolución Directoral N°0250-2022. 

1-I. Resolución Directoral N°0816-2022. 

1-J. Resolución Directoral N°0241-2023. 

1-K. Informe N°01-PA MMR-IE. N°0542-CPNP-2024. 

1-L. Informe N°02-PA MMR-IE. N°0542-CPNP-2024. 

1-M. Informe N°03-PA MMR-IE. N°0542-CPNP-2024. 

1-N. Acta de Reunión de fecha 21 de junio de 2024. 

1-Ñ. Informe N°04-IE 0542 NUEVO PACAIPAMPA – 2024. 

1-O. Acta de reunión de fecha 01 de julio de 2024. 

1-P. Citación de fecha 17 de julio de 2024. 

1-Q. Acta de reunión con los padres de familia de la I.E. N°0542-Nuevo Pacaipampa. 

1-R. Oficio N°01-2024-CA/IE. N°0542. 

1-S. 21 declaraciones juradas de buen trato. 

 

 POR TODO LO EXPUESTO: 

    Tenga usted por presentado mi descargo y proceda conforme a Ley, 

declarando el archivo definitivo del presente caso. 

 

OTROSÍ DIGO: Que, por convenir a mi derecho de defensa, al amparo del inciso 14) del 

artículo 139° de la Constitución Política del Perú, designo como mi abogado defensor al 

letrado cuyos datos señalo a continuación: 



 

 

 

 

 

El Dorado, 02 de setiembre del 2024 

  

 

   

 

 
Abogado Patrocinador 

Adler Antonio Oliva Chicana 
CASM N°400 

Domicilio procesal Pasaje Los Cedros N°271 – Barrio Calvario 
Moyobamba 

Correo electrónico del 
abogado 

estudioadleroliva@gmail.com 

Celular abogado 969950751 

mailto:estudioadleroliva@gmail.com
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